
Alberto Larraín,
psiquiatra y direc-
tor ejecutivo de la
fundación. 

“Yo he tenido buena situación económica, pero debo llevar gastado sobre
150 millones, me he gastado todos mis ahorros”.

EXTRACTO DE INTERCEPTACIÓN A ALBERTO LARRAÍN, PSIQUIATRA Y COFUNDADOR DE PROCULTURA

Desde que asumió el actual Gobierno y hasta que se denunciaron irregularidades, en 2023:

Identifican inusual alza de asignación
de fondos públicos e incumplimientos
en proyectos de Procultura

L. CRUZAT y O. RODRÍGUEZ 

Testimonios y “escuchas” de la misma indagatoria ubican en Antofagasta el epicentro del caso Convenios, con
referencias a otras fundaciones como Democracia Viva. El Ministerio Público intenta seguir el desconocido
destino de los dineros fiscales que debían llegar a los sectores más vulnerables. 
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fisco, apropiación indebida, lavado
de activos, entre otros delitos.

Ahora, no solo quedaron deudas
con el fisco, sino que, según escu-
chas en el expediente, también con
los trabajadores, incluido uno que
falleció en los últimos años. Se trata
de Johny San Martín, a quien dis-
tintos testigos identifican como la

mano derecha de Larraín.
La exesposa del psiquiatra,

Josefina Huneeus, dice al
hablar con su madre, según
un informe de la PDI sobre

la “escucha”: “‘Claro Johny tenía las
cuentas, Johny tenía todo”, confir-
mando que manejaba mucha infor-
mación sobre la fundación, desta-
cando la importancia que tenía para
ellos”. Mientras que quien fuera la
representante legal de Procultura,
Constanza Gómez, le comenta a
Huneeus, que es su amiga, en otra
interceptación, que a este funciona-
rio se le adeudaban sueldos, cotiza-
ciones, entre otros, lo que habría
impedido que se le diera una aten-
ción médica adecuada.

n No hubo restitución al fisco tras término de contratos, pero también
quedaron deudas internas de sueldos y cotizaciones de funcionarios
Distintos escritos presentados

ante tribunales recogen cómo se
resolvió en cada región el destino de
proyectos y fondos asignados a los
mismos cuando comenzó a avanzar
el caso Convenios, que incluyó
prácticamente desde un comienzo a
Procultura. En Antofagasta, por
ejemplo, solo en la iniciativa de
recuperación de fachadas, la
fundación no habría
restituido al gore cerca
de $370 millones, de
los casi $600 millones
asignados. En otros
proyectos habría
sucedido algo simi-
lar, por lo que la
fiscalía investiga
eventuales fraudes al

Fallecido funcionario al que
testigos identifican como hom-
bre de confianza de Larraín.

A más de un mes de ser desti-
tuida por una amplia mayoría del
Pleno del Tribunal Constitucio-
nal (TC, ocho votos contra dos),
por infringir la prohibición con-

sagrada en la Carta Fundamental
de contratar con el Estado, la ahora
exsenadora PS Isabel Allende pro-

tagonizará una diligencia clave
en el marco de la fallida compra-
venta de la casa de su padre, el ex-
presidente Salvador Allende, por
parte del Gobierno.

Esto, ya que mañana se presenta-
rá ante el fiscal regional de Coquim-
bo, Patricio Cooper, quien lidera la
indagatoria penal del frustrado pro-
ceso de adquisición, en que se pes-
quisa el eventual delito de tráfico de

influencias y fraude al fisco. Allende
entregará su versión ante el investi-
gador en calidad de imputada.

Sin embargo, este no es el primer
encuentro entre la removida senado-
ra y el persecutor, ya que el 24 de ene-
ro pasado, si bien compareció vía te-
lemática junto a su abo-
gada, Paula Vial, optó
por hacer uso de su de-
recho a guardar silen-
cio, a la espera de tener
acceso a más antece-
dentes recopilados en la
carpeta investigativa.
Dos días después, la ex-
ministra de Defensa y
sobrina de Allende, Maya Fernández
—que renunció a su cargo por el ca-
so—, sí respondió ante el fiscal.

Vial confirmó que Allende decla-

rará esta vez ante el Ministerio Pú-
blico, afirmando que su representa-
da “colaborará, como corresponde”. 

Un aspecto clave que debería des-
pejarse en las preguntas y respues-
tas de la cita se encuentra en las afir-
maciones del exjefe de asesores del

Segundo Piso de La Mo-
neda Miguel Crispi, en
una conversación con
su madre, la socióloga
Claudia Serrano, en la
que apunta tanto al co-
nocimiento como a ges-
tiones de la exsenadora
para que se concretara
la compraventa , de

acuerdo a una interceptación. 
“O sea (Isabel Allende) llamó has-

ta al portero del ministerio. Wev...,
wev..., wev..., que se haga, que se ha-

ga así... Ella tiene mucha responsabi-
lidad y también el abogado de la fa-
milia Allende”, le dijo Crispi a su
madre, el 7 de enero pasado, en con-
traposición a lo que ha sostenido la
exlegisladora.

Por ejemplo, en su despedida de la
Cámara Alta, Allende dijo: “Me voy
con la frente en alto, reiterando que
nunca he usado mi cargo para algún
beneficio personal. No busqué ja-
más ni el lucro ni el privilegio”. 

Y, en esta línea, aseguró que “qui-
zás mi error fue no haber consultado
más, pero en ningún momento, y
quiero repetirlo, en ningún momen-
to ningún ministerio, ningún fun-
cionario, ninguna autoridad involu-
crada nos advirtió o recordó que
existía una posible inhabilidad
constitucional”.

A más de un mes de ser destituida por el Tribunal Constitucional: 

Exsenadora Allende declarará como imputada,
por eventual tráfico de influencias en causa
por fallida compraventa de la casa de su padre 

La removida legisladora deberá despejar las dudas que abrieron las escuchas a Miguel Crispi,
donde aseguraba que “llamó hasta el portero del ministerio” para “que se haga” el contrato.
O. RODRÍGUEZ

La decisión
del TC de
destituir a
Isabel Allen-
de se adoptó
el 3 de abril.
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El 24 de enero, la

exlegisladora hizo uso
de su derecho a guardar

silencio ante el fiscal
Patricio Cooper.
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n “Directa
relación de
Larraín con
distintas
autoridades”
Miles y miles de páginas

suman los casi 20 tomos que
hasta ahora se conocen del caso
Procultura. Solo uno de ellos
tiene poco más de dos mil. 

Dos son los elementos que el
Ministerio Público ha analizado
desde que comenzó el caso: la
distribución de los proyectos de
la fundación a lo largo del país
—identificándose en siete
regiones (ver infografía)— y los
montos comprometidos en
ellos, así como el significativo
aumento de fondos públicos
asignados a la organización en
cuanto asumió el gobierno del
Presidente Gabriel Boric. 

El director ejecutivo de
Procultura, Alberto Larraín, no
solo se jactaba —con autori-
dades regionales, por ejem-
plo— de su cercanía con el
mandatario, sino también de
sus redes en el oficialismo,
principalmente, en el Frente
Amplio (FA). Así al menos se
escucha en algunas de las
interceptaciones telefónicas
incorporadas en el expediente.

Pero las sospechas de posible
tráfico de influencias y de uso
indebido de redes políticas no
solo se quedan ahí, pues en
diversas solicitudes ante el
Juzgado de Garantía de Antofa-
gasta, el fiscal regional de Co-
quimbo, Patricio Cooper, plantea
incluso el eventual financiamien-
to ilegal de campañas.

Se detalla en la indagatoria
que Antofagasta, Atacama,
Valparaíso, la Región Metro-
politana, así como Ñuble, el
Biobío y Magallanes, están
entre las regiones donde Pro-
cultura se había adjudicado
recursos públicos. En total,
casi $5 mil 900 millones.
También un antecedente que se
reitera en el expediente es que
mientras en 2021 la organiza-
ción recibió cerca de $300
millones del Estado, al año
siguiente esa cifra creció signi-
ficativamente, pasando a cerca
de $3 mil 300 millones.

En otra solicitud ante tribuna-
les la fiscalía aborda este tema y
subraya: “La directa relación de
Larraín Salas con distintas auto-
ridades, que en función de sus
cargos suscribieron los convenios
en las distintas regiones”.

n Corte de Antofagasta revisa amparo de exesposa de Larraín:
acusa ilegalidad de “pinchazo” 
El teléfono de la psiquiatra Jose-

fina Huneeus habría sido asociado a
Alberto Larraín, su exmarido y
quien se desempeñó como director
ejecutivo de la fundación Procultu-
ra. Una imputado que está en el
centro de prácticamente todas las
conversaciones interceptadas en la
causa, de las declaraciones y casi de
todos los escritos incorporados al
expediente del caso. Ella, sin em-

bargo, en octubre del año pasado,
cuando se autorizó el “pinchazo” a
su celular, tenía calidad de testigo y
su defensa —a cargo de los aboga-
dos Alejandro Awad y Miguel
Schürmann— alega que esto se hizo
“sin antecedentes” y “por error”,
que es, en definitiva, “ilegal”.

Así, señalan que la solicitud de la
fiscalía “indicaba tres números de
teléfono que supuestamente perte-

necían al imputado Larraín, en
circunstancias que uno de ellos era,
en realidad, un número de teléfono
personal de nuestra representada”.

El recurso de amparo que se
presentó a su favor sería revisado
hoy por la Corte de Apelaciones de
Antofagasta, luego de recibirse el
informe del juzgado de garantía que
resolvió visar la “escucha”, para
definir la legalidad del “pinchazo”.

n “Comenzamos
a pedir el
término (de los
convenios) a las
fundaciones”
Una de las declaraciones que

explican el término de conve-
nios con fundaciones en Anto-
fagasta y las deudas pendientes
es la entregada por Demarietta
Méndez, quien reemplazó, de
forma temporal, al seremi e
imputado en el caso de Demo-
cracia Viva, Carlos Contreras
(ex-RD). 

La mujer identificó una
deuda de Procultura de alre-
dedor de $500 millones, aso-
ciada a programas de ayuda en
campamentos. Y dice: “Me
explicaron en detalle qué
estaba pasando con las funda-
ciones y entendí cómo se esta-
ba trabajando con ellas, ade-
más que la Contraloría nos
empezó a hacer auditorías”.

“En mi gestión comenzamos
a pedir el término a las funda-
ciones, partiendo por Demo-
cracia Viva, Tomarte, Fibra e
iniciamos con Procultura, pero
asume otro seremi, Hernán
Rodríguez, quien es quien
pone término a Procultura”,
comenta.

También asegura que mon-
tos “rendidos muchas veces
no coincidían al monto que se
les había transferido. Una vez
terminado este plazo se hacía
un ajuste de cuenta, donde la
fundación tenía que devolver
el dinero no rendido y en esa
gestión final ellos no apelaron
a ninguna de sus liquidacio-
nes, solo lo hicieron en Barrio
Villa Chica; en el caso de 4
convenios de Asentamientos
Precarios, la liquidación fue
de $0, por lo que ellos tenían
que devolver todo el dinero,
siendo un total de $500
millones”.

Afirma que el plan de Asen-
tamientos Precarios era en
beneficio de distintos campa-
mentos. Para cada uno se
asignaron $100 millones o
$200 millones. Describe que se
trata de programas de “habita-
bilidad primaria” en campa-
mentos Israel ($100 millones),
Betzabé ($100 millones), Moi-
sés ($200 millones), Arca de la
Alianza ($100 millones). “Dine-
ro que tampoco se nos devol-
vió”, apunta.
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